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Sr. S. de Vega, presidente y 
ponente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 30 de 
diciembre de 2024, ha examinado 
el proyecto de decreto por el que 
se regula el procedimiento para el 
reconocimiento de la condición de 
familia numerosa y la expedición 
del título, así como la obtención del 
carné individual en la Comunidad 
de Castilla y León, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

DICTAMEN 488/2024 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

 El día 28 de octubre de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el proyecto de decreto por el que 
se regula el procedimiento para el reconocimiento de la condición de familia 
numerosa y la expedición del título, así como la obtención del carné individual 
en la Comunidad de Castilla y León. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 31 de octubre de 2024, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 488/2024, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al consejero Sr. S. de Vega. 
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Primero.- El proyecto. 
 
El proyecto de decreto sometido a consulta (considerando como tal el 

firmado el 21 de octubre de 2024) consta de un preámbulo, 12 artículos, una 
disposición transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales. 

 
El articulado regula las siguientes materias: objeto, definiciones, 

solicitantes y órgano competente para resolver, reconocimiento de la condición 
de familia numerosa, presentación de solicitudes, documentación, trámite de 
audiencia al otro progenitor, resoluciones y expedición del título y de los carnés 
individuales, vigencia del título y efectos, modificación y renovación del título, 
pérdida de la condición de familia numerosa, y emisión de duplicados. 

 
La disposición transitoria única se refiere a la vigencia de títulos y de 

carnés expedidos previamente.  
 
La disposición derogatoria única abroga el Decreto 1/2011, de 13 de 

enero, por el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la 
condición de familia numerosa, la expedición, modificación y renovación del 
título. 

 
La disposición final primera faculta a la persona titular de la consejería 

competente en materia de familia para dictar las disposiciones necesarias 
para el desarrollo y ejecución del decreto; y la segunda prevé la entrada en 
vigor de la norma el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de 
Castilla y León. 

 
Segundo.- El expediente remitido. 
 
En el expediente que acompaña al proyecto de orden figuran, además 

de un índice de los documentos que lo conforman, los siguientes: 
 

- Copia del anuncio de consulta pública previa a la elaboración 
del proyecto, publicado en el Portal de Gobierno Abierto de la Junta de 
Castilla y León conforme al artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
(LPAC), que se mantuvo abierta entre el 5 y el 15 de julio de 2023. No consta 
que se realizaran sugerencias. 
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- Documento acreditativo de que el 5 de octubre de 2023 la 
Comisión Delegada del Gobierno ha conocido, con carácter previo al inicio de 
su tramitación, el expediente relativo al proyecto de decreto (adjunto figuran 
un escrito de la Consejería de Familia e igualdad de Oportunidades, sin fecha 
ni firma, en el que se describe la finalidad y contenido de la futura norma, y 
la memoria justificativa firmada por la directora general de Familias, Infancia 
y Atención a la Diversidad el 20 de septiembre de 2023). 

 
- Copia de los anuncios de sometimiento del proyecto a los 

trámites de participación ciudadana y de información pública, publicados en 
el Portal de Gobierno Abierto de la Junta de Castilla y León, que se 
mantuvieron abiertos, el primero entre el 11 y el 22 de julio de 2023, y el 
segundo entre el 12 y el 21 de octubre de 2023 el segundo. Se han realizado 
dos aportaciones en el trámite de participación, pero no consta si se han 
realizado sugerencias o alegaciones en el trámite de información pública. 

 
- Escritos de las demás consejerías en los que manifiestan que 

no formulan observaciones. 
 
- Borrador de proyecto de decreto de 16 de abril de 2024. 
 
- Informe de la Dirección General de Personas Mayores, 

Personas con Discapacidad y Atención a la Dependencia, de 26 de diciembre 
de 2023, sobre el impacto sobre las personas con discapacidad; e informe de 
9 de febrero de 2024, de la Dirección General de la Mujer, de evaluación del 
impacto de género de la futura norma. 

 
- Informe de la Dirección General de Presupuestos, Fondos 

Europeos y Estadística de la Consejería de Economía y Hacienda, de 26 de 
junio de 2024. 

 
- Certificado expedido el 2 de septiembre de 2024 por el 

secretario de la Sección de Atención a la Familia del Consejo de Servicios 
Sociales de Castilla y León, en el que hace constar que el 16 de julio de 2024 
se sometió a la consideración de este órgano el proyecto de decreto. Se 
adjunta el borrador de acta, pendiente de aprobación, de la reunión. 

 
- Informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Familia e 

Igualdad de Oportunidades de 29 de julio de 2024. Se adjunta el proyecto de 
decreto informado, de 16 de abril. 
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- Borrador de proyecto de decreto de 28 de agosto de 2024. 
 
- Informe Previo 8/2024, de 2 de octubre de 2024, del Consejo 

Económico y Social de Castilla y León (CES) sobre el proyecto de decreto. 
 
- Proyecto de decreto y memoria justificativa, ambos de 21 de 

octubre de 2024. 
 
- Informe del secretario general de la consejería proponente, de 

21 de octubre de 2024.  
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 

Castilla y León, en su artículo 4.1.d) califica como preceptiva la consulta para 
el supuesto de proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter general 
que se dicten en ejecución de las leyes, así como sus modificaciones. 

 
En el presente caso corresponde a la Sección Segunda la competencia 

para emitir el dictamen, según lo establecido en el apartado tercero, 2.a), del 
Acuerdo de 6 de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se 
determina la composición y competencias de sus Secciones. 

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración.  
 
El artículo 50.1 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del 

Consejo Consultivo dispone que la solicitud de dictamen se acompañará del 
expediente administrativo foliado, y deberá incluir toda la documentación y 
antecedentes necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así 
como el borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de documentos. 

 
Para el supuesto de los proyectos de decreto, ha de considerarse como 

documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
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de Castilla y León, se recoge para los anteproyectos de ley en el artículo 75.3 
de la misma Ley. (No resulta aplicable la redacción dada a los artículos 75, 
76 y 76 bis por la Ley 1/2021, de 22 de febrero, de Medidas Tributarias, 
Financieras y Administrativas, pues tal modificación no ha entrado en vigor, 
de acuerdo con la disposición final vigesimoprimera de la citada Ley 1/2021. 
No obstante lo cual, debe recordarse la necesidad de que la Administración 
de la Comunidad dé cumplimiento al mandato previsto en el apartado 3 de la 
indicada disposición final, que dispone que “el desarrollo reglamentario al que 
se refiere la nueva redacción del apartado 7 del artículo 76 de la Ley 3/2001, 
de 3 de julio, [referido a la regulación reglamentaria del procedimiento de 
elaboración de las normas] (…) deberá producirse en el plazo máximo de un 
año desde la publicación de la presente ley en el Boletín Oficial de Castilla y 
León”. Y es obvio que tal plazo se ha superado ampliamente sin haberse dado 
cumplimiento aún a dicho mandato legal). 

 
Conforme a dicho precepto, el proyecto, cuya elaboración se iniciará 

en la consejería competente por razón de la materia, y cuya redacción estará 
precedida de cuantos estudios y consultas se estimen convenientes y por el 
trámite de consulta previa, previsto en la normativa reguladora del 
procedimiento administrativo común, deberá ir acompañado de una memoria 
que, en su redacción final, deberá contener el marco normativo en el que 
pretende incorporarse, la motivación sobre su necesidad y oportunidad, un 
estudio económico con referencia al coste al que dará lugar, en su caso, así 
como a su financiación, un resumen de las principales aportaciones recibidas 
durante la tramitación, y cualquier otro aspecto que exija una norma con 
rango de ley o que se determine reglamentariamente.  

 
El apartado 4 del mismo artículo establece que “Una vez redactado el 

texto del anteproyecto, se someterá, cuando éste proceda, al trámite de 
participación previsto en el Título III de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, a través del Portal 
de Gobierno Abierto de la Junta de Castilla y León por un plazo mínimo de 
diez días naturales”.  

 
Por otra parte, el apartado 5 del citado artículo establece en su inciso 

primero que “En aquellos casos en que el texto deba someterse a los trámites 
de audiencia e información pública, conforme a lo previsto en la normativa 
reguladora del procedimiento administrativo común, ambos trámites se llevarán 
a cabo, de manera simultánea, a través del Portal de Gobierno Abierto de la 
Junta de Castilla y León por un periodo mínimo de diez días naturales. 
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»Asimismo, si se considera oportuno, podrá también recabarse 

directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por 
ley que agrupen o representen a las personas cuyos derechos o intereses 
legítimos se vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden relación 
directa con su objeto”.  

 
Y el apartado 6 exige que el proyecto se envíe a las restantes consejerías 

para que informen sobre todos los aspectos que afecten a sus competencias 
(cada consejería remitirá también los informes de los órganos colegiados 
adscritos a ella que resulten preceptivos), que se emita informe de legalidad 
por los servicios jurídicos de la Comunidad, y que se someta, con carácter 
previo a su aprobación por la Junta de Castilla y León, al examen de los 
órganos consultivos cuya consulta sea preceptiva. 

 
Conviene recordar que la observancia del procedimiento de elaboración 

de las normas constituye un aspecto de singular importancia si se tiene en 
cuenta que el procedimiento, tanto en su vertiente formal como material, opera 
como una garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de la disposición 
de que se trate. 

 
A este respecto, resultan aplicables al proyecto los principios de buena 

regulación determinados con carácter básico en el artículo 129 de la LPAC, a 
los que deben someterse las administraciones públicas en el ejercicio de la 
potestad reglamentaria: necesidad y eficacia, proporcionalidad, seguridad 
jurídica, transparencia, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera. 

 
En esta línea se situaba ya en el ámbito autonómico el Decreto 

43/2010, de 7 de octubre, por el que se aprueban determinadas medidas de 
mejora en la calidad normativa de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, cuyo artículo 2 establece que “De conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 5 y 42 de la Ley 2/2010, de 11 de marzo, de 
Derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León y de Gestión Pública, el procedimiento de 
elaboración de los anteproyectos de ley y de los proyectos de disposiciones 
administrativas de carácter general se inspirará en los principios de actuación 
de la Administración Autonómica de eficiencia, economía, simplicidad y 
participación ciudadana y en los principios de calidad normativa, necesidad, 
proporcionalidad, transparencia, coherencia, accesibilidad y responsabilidad, 
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en los términos en los que estos principios aparecen definidos en la citada 
Ley”. Estas previsiones encuentran un desarrollo detallado en la Orden 
ADM/1835/2010, de 15 de diciembre, por la que se aprueba la Guía 
metodológica de mejora de la calidad normativa, en aplicación del Decreto 
43/2010, de 7 de octubre. 

 
Y en relación con la memoria, el artículo 3 del Decreto 43/2010, de 7 

de octubre, dispone que “contendrá, en un único documento, la evaluación del 
impacto normativo o administrativo, si fueran preceptivos y, en todo caso, 
cuantos estudios e informes sean necesarios para el cumplimiento de los 
principios y medidas regulados en los artículos 41 y 42 de la Ley 2/2010, de 11 
de marzo, debiéndose redactar por el órgano o centro directivo proponente 
del proyecto normativo de forma simultánea a la elaboración de éste.  

 
»Asimismo, deberá reseñar las modificaciones introducidas en 

el texto originario como fruto de la participación, de informes y consultas, y 
justificar las razones que llevan a aceptar o, en su caso, rechazar las 
observaciones que se hayan presentado”. 

 
A) En relación con el expediente remitido, la memoria que acompaña 

al proyecto de decreto realiza un estado del marco normativo, disposiciones 
afectadas y tabla de vigencias; justifica la necesidad y oportunidad de la 
norma, y el cumplimiento de los principios de buena regulación (eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia) y hace una 
especial referencia al procedimiento administrativo electrónico; describe la 
estructura y contenido de la norma; analiza el impacto económico, el impacto 
de género, los impactos en los ámbitos de la infancia, la adolescencia, la 
familia y la discapacidad, el impacto en relación con la sostenibilidad y lucha 
o adaptación contra el cambio climático, el impacto normativo y el impacto 
administrativo; y, finalmente, describe la tramitación del proyecto. 

 
Sin embargo, deben formularse algunas apreciaciones a la memoria: 
 

- Debe revisarse el apartado 2.4 de la memoria (“Especial 
referencia al procedimiento administrativo electrónico”), ya que, tras el 
informe del CES, se ha modificado la regulación del artículo 5 del proyecto 
(que preveía la tramitación electrónica) y, sin embargo, tal modificación no 
parece recogerse en dicho apartado 2.4. 
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- Por otra parte, el proyecto prevé que el plazo establecido para 
resolver las solicitudes será de un mes, frente a los 10 días hábiles, de la 
norma actual. Sin embargo, la memoria no incluye ninguna justificación de 
esa ampliación de plazo, motivación que es más necesaria, si cabe, porque 
en la memoria y el preámbulo se alude a la mayor agilidad del procedimiento. 
En concreto, en el párrafo noveno del preámbulo se expone que “se hace 
preciso establecer una regulación que permita incrementar la eficacia en la 
gestión y promover un procedimiento más ágil (…)”; agilidad administrativa a 
la que también se alude en el apartado 2.4 de la memoria. Debe, por ello, 
revisarse e incluirse la motivación de esta circunstancia en la memoria y en 
el preámbulo. 

  
Por otra parte, no consta en el expediente remitido la documentación 

acreditativa del trámite de audiencia concedido a las asociaciones y entidades 
que pudiera verse afectadas directamente por la norma, ni tampoco las 
alegaciones formuladas por la Asociación de Familias Monoparentales de 
Castilla y León (MONCYL); documentación toda ella a la que se refiere la 
memoria en su apartado 13.3 y que debe incorporarse al expediente. 

 
B) En cuanto a la tramitación, consta que se ha realizado una consulta 

pública previa y el trámite de participación ciudadana previsto en los artículos 
75.4 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, y 18 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, 
de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León. Asimismo, se 
ha realizado el trámite de información pública y, según se indica en el 
apartado 13.2 de la memoria, también se ha realizado el trámite de audiencia, 
a los que se refiere el artículo 75.5 de la Ley 3/2001, de 3 de julio (si bien la 
documentación relativa a este último no consta en el expediente remitido, y 
debe incluirse en éste).  

 
El proyecto ha sido objeto de examen por todas las consejerías, pero 

ninguna de ellas ha formulado observaciones.  
 
Consta que el proyecto de decreto se ha sometido a la Sección de 

Atención a la Familia del Consejo de Servicios Sociales de Castilla y León, en 
cuanto órgano colegiado de asesoramiento y participación en materia de 
familia, de acuerdo con los artículos 45 de la Ley 1/2007, de 7 de marzo, de 
apoyo a las familias de Castilla y León, y 21.1 del Decreto 10/2015, de 29 de 
enero, de aplicación de las medidas para la reforma de la Administración de 
la Comunidad de Castilla y León en la organización y el funcionamiento de 
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los órganos colegiados de asesoramiento y participación en el ámbito de los 
servicios sociales, mujer y juventud.  

 
En lo demás, según se ha expuesto, se han incorporado al expediente 

el informe preceptivo de la Dirección General de Presupuestos, Fondos 
Europeos y Estadística de la Consejería de Economía y Hacienda, al que se 
refiere el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del 
Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, así como el preceptivo 
informe de los servicios jurídicos de la Administración de la Comunidad, 
como exigen la Ley 3/2001, de 3 de julio, y el artículo 4.2.b) de la Ley 
6/2003, de 3 de abril, de Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla y 
León. 

 
 Finalmente, se recuerda la necesidad de observar lo dispuesto en el 
artículo 7, apartado c), de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, e incorporar al expediente 
justificación del trámite. Tal precepto establece que “Las Administraciones 
Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán: (…) c) Los proyectos 
de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando sea preceptiva la 
solicitud de dictámenes, la publicación se producirá una vez que estos hayan 
sido solicitados a los órganos consultivos correspondientes sin que ello 
suponga, necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública”.  

 
3ª.- Competencia para aprobar la norma proyectada. 

 
El artículo 39.1 de la Constitución establece que “Los poderes públicos 

aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia”. Dicha 
determinación establece un reconocimiento del hecho familiar a nivel 
constitucional, que es, por su ubicación, el primero de los principios rectores 
de la política social y económica; principios que, si bien, tal y como se recoge 
en el artículo 53.3 de la Constitución, no son directamente alegables, sino que 
deben de hacerse efectivos en los términos de su normativa de desarrollo, sí 
informan la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes 
públicos. La Constitución establece, por tanto, un mandato, tanto al poder 
legislativo en sus vertientes estatal y autonómica, como a los tres niveles 
territoriales de Administración para que actúen y adopten medidas para la 
protección de la familia. 
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Al amparo de ello, se aprobó la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de 
Protección a las Familias Numerosas”, y posteriormente el Reglamento de la 
ley, aprobado por el Real Decreto 1621/2005, de 30 de diciembre 

 
En Castilla y León, el artículo 16.13 del Estatuto de Autonomía también 

incluye, entre los principios rectores de las políticas públicas de Castilla y 
León, el de la “protección integral de las distintas modalidades de familia, 
garantizándose la igualdad de trato entre las mismas, favoreciendo la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral, la información, formación 
y orientación de las familias y la atención a las familias con necesidades 
especiales”. Y el artículo 70.1.10º atribuye a la Comunidad Autónoma la 
competencia exclusiva en materia de “Promoción y atención de las familias”.  

 
Al amparo de estas competencias se promulgó la Ley 1/2007, de 7 de 

marzo, de medidas de apoyo a las familias de la Comunidad de Castilla y 
León. Y en desarrollo de la ley se aprobó el Decreto 1/2011, de 13 de enero, 
por el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la condición 
de familia numerosa, la expedición y renovación del título, que es la norma 
actualmente vigente, y cuya derogación se prevé a la entrada en vigor del 
futuro decreto. 

 
La exposición de motivos de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de 

Protección a las Familias Numerosas, parte del postulado básico de que la 
familia “como núcleo fundamental de la sociedad, desempeña múltiples 
funciones sociales, que la hacen merecedora de una protección específica”. 
Y, en segundo lugar, de que ciertas clases de familias, como son las llamadas 
numerosas, merecen una protección especial en razón al “coste que representa 
para ellas el cuidado y educación de los hijos o el acceso a una vivienda 
adecuada a sus necesidades”.  

 
Por tanto, el principio diferenciador que inspira la regulación legal de 

la “protección social, económica y jurídica de la familia [numerosa]” estriba 
para el legislador en el dato económico de los mayores gastos que la atención 
de esta clase de familias comporta (Dictamen 1337/2010, de 2 de diciembre, 
de este Consejo Consultivo). Y es que, como aquellas “circunstancias pueden 
implicar una diferencia sustancial con el nivel de vida de otras familias con 
menos hijos o sin ellos”, habrá que tener en cuenta que el artículo 9.2 de la 
Constitución “establece el principio de igualdad material, que debe llevar al 
legislador a introducir las medidas correctoras necesarias para que los 
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miembros de las familias numerosas no queden en situación de desventaja 
en lo que se refiere al acceso a los bienes económicos, culturales y sociales”.  

 
En lo que atañe al reparto de competencias, debe tenerse en cuenta 

que la disposición final primera (“Habilitación competencial”) de la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, advierte que dicha ley, en cuanto define las condiciones 
básicas para garantizar la protección social, jurídica y económica de las 
familias numerosas de acuerdo con lo previsto en los artículos 39 y 53 de la 
Constitución, “resulta de aplicación general al amparo del artículo 149.1.1ª, 
7ª y 17ª de la Constitución”. No obstante, “se exceptúan de lo anterior los 
artículos 11 a 16, ambos inclusive, que resultan sólo de aplicación directa en 
el ámbito de la Administración General del Estado”. La excepción se refiere a 
los beneficios en materia de actividades y servicios públicos o de interés 
general de los que trata el capítulo II del título II, a los beneficios generales 
en materia de vivienda del capítulo III del título II y a los beneficios generales 
en materia tributaria del capítulo IV del título II. Y, desde luego, no impide 
que las comunidades autónomas o las entidades locales puedan establecer, 
como así se hace, beneficios para las familias numerosas en relación con esas 
mismas materias. 

 
En este sentido, debe subrayarse que la disposición adicional segunda 

de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, reconoce expresamente que los 
beneficios en ella establecidos “tienen la naturaleza de mínimos y serán 
compatibles o acumulables con cualesquiera otros que, por cualquier causa, 
disfruten los miembros de éstas”. Consecuentemente con ello añade que “el 
Estado, las comunidades autónomas y las Administraciones locales, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, podrán ampliar la acción protectora 
de esta Ley para contribuir a la mayor efectividad del principio establecido en 
el artículo 39 de la Constitución”. 

 
A esta idea responde la regulación contenida en la Ley 1/2007, de 7 

de marzo, de medidas de apoyo a las familias de la Comunidad de Castilla y 
León, cuyo artículo 35.2, inserto en el título III, dedicado a las “Familias 
Numerosas”, dispone que “Los beneficios previstos en esta Ley para las 
familias numerosas se entienden sin perjuicio de los actualmente vigentes de 
acuerdo con la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias 
Numerosas, y de los que establezcan el Estado, las Entidades Locales u otros 
Organismos públicos en el ejercicio de sus competencias”. También su 
artículo 38 señala que “Las Administraciones Locales de la Comunidad, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, podrán ampliar para las familias 
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numerosas la acción protectora de la presente Ley, con el fin de contribuir a la 
mayor efectividad del principio establecido en el artículo 39 de la Constitución”. 
 

Por otra parte, en cuanto a los procedimientos de reconocimiento, 
renovación, modificación o pérdida del título, el artículo 5.2 de la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, dispone que “Corresponde a la comunidad autónoma de 
residencia del solicitante la competencia para el reconocimiento de la condición 
de familia numerosa, así como para la expedición y renovación del título que 
acredita dicha condición y categoría.  

 
»Para los casos de nacionales de Estados miembros de la Unión 

Europea o de los restantes que sean parte en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo, que no tengan su residencia en territorio español, será 
competente la comunidad autónoma en la que el solicitante ejerza su actividad 
por cuenta ajena o por cuenta propia”. 

 
Ahora bien, a los efectos de la acción protectora definida en la misma 

Ley 40/2003, el título expedido por autoridades autonómicas “tendrá validez 
en todo el territorio nacional sin necesidad de acto alguno de reconocimiento”. 

 
En relación con estas facultades autonómicas, el artículo 2.4 del 

Reglamento de la Ley 40/2003, antes citado, aclara que “Corresponde a las 
Comunidades Autónomas establecer el procedimiento administrativo para la 
solicitud y expedición del título, que contemplará la opción de formato digital 
con idéntica validez que el formato papel, incluyendo la determinación de los 
documentos que deberán acompañarse para acreditar que se reúnen todas las 
condiciones que la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, establece para tener 
derecho al reconocimiento de tal condición”.  

 
Precisamente, el contenido mínimo e indispensable para asegurar su 

eficacia en todo el territorio nacional era uno de los aspectos que la Ley 
40/2003 dejó a su ulterior desarrollo reglamentario. De este modo, el artículo 
2.3 del Reglamento de la ley dispone que “para asegurar su eficacia, el título 
deberá reunir el contenido mínimo e indispensable siguiente:  

 
 »a) una referencia expresa a que el mismo está expedido al 

amparo de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias 
Numerosas;  

 
 »b) el número de orden del título;  
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 »c) la categoría en la que queda clasificada la familia;  
 
 »d) los datos personales de los ascendientes y de los hijos o 

hermanos, incluyendo el número de Documento Nacional de Identidad de los 
ascendientes y, en el caso de los hijos o hermanos, su fecha de nacimiento;  

 
 »e) la fecha de expedición del título y, en su caso, la de la última 

renovación, y  
 
 »f) la fecha límite de duración de los efectos del título”.  
 
El desarrollo reglamentario de la escueta previsión legal sobre el título 

oficial de familia numerosa también contempla (artículo 3.5 del Reglamento 
citado) la posible expedición por las comunidades autónomas de un documento 
de uso individual para facilitar a cada miembro de la familia numerosa que 
tenga reconocida oficialmente tal condición la acreditación de su pertenencia 
a ella y la categoría en que la familia numerosa está clasificada. La facultad 
concedida a las comunidades autónomas en este precepto se eleva a la 
categoría de mandato por el artículo 35.3 de la Ley 1/2007, de 7 de marzo, 
de medidas de apoyo a las familias de la Comunidad de Castilla y León, que 
dispone: “La Administración de la Comunidad expedirá, junto al título oficial 
de familia numerosa, un carné a nombre de cada una de las personas que 
figuren en el título con el objeto de facilitar el disfrute de los beneficios 
previstos”. En todo caso, para que estos documentos individuales tengan 
validez en todo el territorio nacional será preciso que, al menos, contengan 
referencia expresa al número del título oficial de familia numerosa expedido 
al amparo de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, y a su período de validez 
(artículo 3.5 del Reglamento). 

 
En el marco normativo descrito se inscribe la norma vigente en la 

Comunidad de Castilla y León, el Decreto 1/2011, de 13 de enero, por el que 
se regula el procedimiento para el reconocimiento de la condición de familia 
numerosa, la expedición, modificación y renovación del título, y la Orden 
FAM/671/2007, de 16 de marzo, por la que se pone en funcionamiento el 
carné individual de familia numerosa. 

 
A través del proyecto de decreto sometido a dictamen se procede a la 

derogación del Decreto 1/2011, justificada en la necesidad de actualizar esta 
normativa a los cambios legislativos introducidos con posterioridad a ella en 
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materia de procedimiento administrativo (por la LPAC) y en la normativa de 
familias numerosas (se citan la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación 
del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, y la Ley 10/2019, 
de 3 de abril, por la que se promueve la adopción en el ámbito público y 
privado de medidas dirigidas a la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral y a la eliminación de la brecha salarial de género en Castilla y León).  

 
Así se recoge en el preámbulo del proyecto y en la Memoria, en los que 

señala que la necesidad de una nueva norma se fundamenta en “los cambios 
legislativos introducidos desde la aprobación del Decreto 1/2011, de 13 de 
enero, [que] hacen necesaria una nueva regulación, con el fin de actualizar la 
normativa en materia de reconocimiento de la condición de familia numerosa. 

 
»Entre ellos cabe destacar la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, [que] 
supone un nuevo avance en materia procedimental y de simplificación 
documental, y sobre todo, establece el derecho de los/as ciudadanos/as a 
relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas y la 
obligatoriedad de practicar las notificaciones preferentemente por medios 
electrónicos, lo que favorece entre otros aspectos, la transparencia y 
agilización en la tramitación administrativa y la reducción y simplificación de 
cargas para los/as administrados/as. 

 
»Pero es sobre todo la Ley 26/2015, de 28 de julio, de 

modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia la que, 
además de establecer una nueva medida, la delegación de guarda con fines 
de adopción, a tener en cuenta a efectos del reconocimiento de la condición 
de familia numerosa, introdujo una modificación fundamental en la Ley 
40/2003, incorporando un segundo apartado al artículo 6 que ha supuesto el 
mantenimiento de la vigencia del título de familia numerosa hasta que el 
último de los/as hijos/as deje de cumplir los requisitos para ser miembro de 
la familia numerosa. 

 
»Esta modificación ha tenido un gran impacto en el procedimiento 

de emisión del Título de Familia Numerosa, y en la práctica ha influido 
notablemente en la gestión al incrementar considerablemente el volumen de 
solicitudes de renovación. 

 
»Por otro lado, en una realidad social cambiante como la actual, 

en especial para las familias, se hace preciso establecer una regulación que 
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permita incrementar la eficacia en la gestión y promover un procedimiento 
más ágil que redunde en una mejor atención a las personas solicitantes y 
beneficiarias del título de familia numerosa, todo ello en cumplimiento del 
principio de eficiencia y economía procesal. Por todo ello, se generaliza el 
uso de medios electrónicos en las solicitudes de los/as ciudadanos/as y en la 
tramitación por los órganos administrativos responsables. 

 
»No obstante, y sin perjuicio de lo anterior, el objeto principal de 

la presente regulación es la ampliación del tiempo de vigencia de los Títulos 
de Familia Numerosa, suprimiendo la obligación que actualmente se impone a 
la persona beneficiaria de renovación del Título aun cuando siga cumpliendo 
las condiciones que le acreditan como familia numerosa. Con ello se pretende 
dar un paso más en la simplificación y racionalización administrativa. De esta 
forma, se sustituye el periodo de vigencia de 5 años que con carácter 
general recogía el anterior Decreto, por un periodo que vendrá determinado 
por las características propias de cada unidad familiar, ya que la revisión y 
renovación del mismo tan solo afectará a aquellas personas beneficiarias que 
requieran acreditar el cumplimiento de determinados requisitos”. 

 
Conforme a lo expuesto, es claro que la Comunidad Autónoma tiene 

competencia para aprobar la norma proyectada. 
 
4ª.- Rango de la norma proyectada. 
 
El proyecto de decreto sometido a dictamen se dicta haciendo uso de 

la habilitación de la potestad reglamentaria para el desarrollo y ejecución de 
las leyes emanadas de las Cortes de Castilla y León, así como para el 
desarrollo de la legislación básica del Estado, cuando proceda, prevista en el 
artículo 16.e) de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Específicamente, el proyecto normativo tiene por objeto el desarrollo de 

la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias 
Numerosas. El título I, de aplicación general de acuerdo con su disposición 
final primera, contiene las disposiciones generales como son el concepto de 
familia numerosa, las condiciones que deben reunir sus miembros, las 
distintas categorías en que se clasifican estas familias y los procedimientos 
de reconocimiento, renovación, modificación o pérdida del título. Desarrolla 
asimismo el proyecto los preceptos del Reglamento de la ley que, según su 
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disposición final única, resultan también de aplicación general al amparo del 
artículo 149.1.1ª y 17ª de la Constitución. 

 
También constituye este proyecto, al igual que lo constituye el actual 

Decreto 1/2011, desarrollo de las previsiones que al respecto se contienen 
en la Ley 1/2007, de 7 de marzo, de medidas de apoyo a las familias de la 
Comunidad de Castilla y León, principalmente en su artículo 35, apartados 1 
y 3. El primero de estos apartados, en consonancia con la apelación a la 
competencia autonómica que realiza el artículo 5.2 de la Ley 40/2003 antes 
trascrito, señala que “Se considera familia numerosa a la que reúna los 
requisitos legalmente establecidos y sea reconocida por la Administración de 
la Comunidad con arreglo a lo dispuesto en la Ley 40/2003, de 18 de 
noviembre, de Protección a las Familias Numerosas o en aquellas disposiciones 
que puedan complementarla, modificarla o sustituirla y sean de aplicación en 
la Comunidad de Castilla y León”. El apartado 3 del mismo precepto impone 
a la Administración de la Comunidad la obligatoriedad de expedir, junto al 
título oficial de familia numerosa, un carné a nombre de cada una de las 
personas que figuren en el título. 
 

Los reglamentos ejecutivos, como es el caso del proyecto sometido a 
dictamen, se definen jurisprudencialmente (sentencias del Tribunal Supremo 
de 24 de julio de 2003, o de 27 de mayo de 2002, entre otras) como 
aquéllos que “de forma total o parcial completan, desarrollan, pormenorizan, 
aplican o complementan una o varias Leyes (…) dando cabida a los 
Reglamentos que ejecutan habilitaciones legales, con independencia de 
cualquier desarrollo material”, siendo por lo tanto preceptivo el dictamen 
sobre el mismo. Se diferencian así de los que no requieren dicho dictamen, 
que son los reglamentos independientes o de carácter organizativo, que “son 
aquellos de organización interna mediante los cuales una Administración 
organiza libremente sus órganos y servicios” (sentencia del Tribunal Supremo 
de 27 de mayo de 2002), regulando materias no comprendidas en el ámbito 
de las reserva de Ley. 

 
Con arreglo a lo expuesto se considera que existe habilitación legal 

para dictar el proyecto y que el rango elegido (decreto) es el adecuado. 
 
De acuerdo con el artículo 26.1.d) de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 

corresponde a los titulares de las consejerías la función de preparar y 
presentar a la Junta de Castilla y León los proyectos de decreto relativos a 
las cuestiones propias de su consejería. En ejercicio de esta función, la 
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Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, a través de la Gerencia 
de Servicios Sociales, ha elaborado el proyecto de decreto objeto del presente 
dictamen. 

 
5ª.- Observaciones al texto del proyecto de decreto. 
 
Preámbulo. 

 
 El contenido del preámbulo se ajusta, en esencia, al contenido previsto 
en las Instrucciones para la elaboración de los documentos que se tramitan 
ante los órganos colegiados de Gobierno de la Comunidad de Castilla y León, 
aprobadas por Resolución de 20 de octubre de 2014, del secretario general 
de la Consejería de la Presidencia, 
 

Sin embargo, deben hacerse dos observaciones: 
 

a) El artículo 129.1 de la LPAC, que tiene carácter de legislación 
básica (así lo declaró la Sentencia 55/2018, de 24 de mayo, del Tribunal 
Constitucional), establece que “En el ejercicio de la iniciativa legislativa y la 
potestad reglamentaria, las Administraciones Públicas actuarán de acuerdo 
con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, 
transparencia, y eficiencia. En la exposición de motivos o en el preámbulo, 
según se trate, respectivamente, de anteproyectos de ley o de proyectos de 
reglamento, quedará suficientemente justificada su adecuación a dichos 
principios”. 
 

Sin embargo, el preámbulo (en su párrafo undécimo) se limita a 
afirmar que en la elaboración del proyecto se han observado los principios de 
buena regulación exigidos en la LPAC y en la Ley 2/2010, de 11 de marzo, 
pero no incluye la justificación suficiente exigida en el artículo 129.1 de la 
LPAC. Por ello, debe completarse el preámbulo con dicha justificación. 
 

b) Por otra parte, debe completarse en el último párrafo con la 
referencia a la consejería que propone la norma (artículo 26.1.d de la Ley 
3/2001, de 3 de julio), en este caso, la Consejería de Familia e Igualdad de 
Oportunidades. 

 
 
 
 



 

 18

Artículo 2.- Definiciones. 
 
Este precepto no recoge, en puridad, definición alguna, sino que se 

limita a indicar o explicar cuándo se produce la expedición, la modificación, la 
renovación y la pérdida del título de familia numerosa. 

 
A juicio de este Consejo, el precepto es innecesario, y, por ello, se 

sugiere su supresión y que su contenido, que ya se recoge parcialmente en los 
artículos 8, 10 y 11 (que regulan la expedición, la modificación y renovación, 
y la pérdida del título), se incluya, por razones sistemáticas, solo en estos 
preceptos. 

 
Artículo 3.- Solicitantes y órgano competente para resolver. 
 
El apartado 2 del artículo atribuye a la dirección general competente 

en materia de familia la competencia para el reconocimiento de la condición 
de familia numerosa, y para la expedición, la modificación y la renovación del 
título que acredita dicha condición. Sin embargo, no prevé cuál es el órgano 
competente para resolver la pérdida de la condición de familia numerosa (y 
el artículo 11.3 del proyecto tampoco lo concreta), por lo que debe regularse 
de forma expresa tal previsión. 

 
Artículo 4.- Reconocimiento de la condición de familia 

numerosa. 
 
a) El párrafo primero del precepto hace referencia a los requisitos 

establecidos “en la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las 
Familias Numerosas, o la normativa estatal que en su momento resulte de 
aplicación”.  

 
En relación este último inciso, es cierto que la alusión a una eventual 

futura normativa estatal que sustituya a la actual podría ser conveniente en 
determinadas normas (fundamentalmente, leyes) con el fin de evitar que 
modificaciones posteriores de aquellas obliguen a la adaptación nominal de 
estas. Ahora bien, el proyecto de decreto sometido a dictamen tiene como 
fundamento la propia Ley 40/2003, de 18 de noviembre, y son numerosas 
las citas de esta ley en el texto del proyecto. Por ello, se considera que la 
mención a “la normativa estatal que en su momento resulte de aplicación” es 
innecesaria en este caso, ya que la modificación de la ley conllevaría, con 
toda probabilidad, la modificación de este decreto.  



 

 19

 
b) Por otra parte, parece existir en el párrafo segundo una omisión al 

aludir a la residencia de las familias, ya que no se menciona a Suiza como país 
de residencia; por lo que se sugiere su revisión. 

 
Artículo 5.- Presentación de solicitudes. 
 
El apartado 1 de este artículo prevé que “La solicitud se cumplimentará 

necesariamente de forma electrónica, sin perjuicio del posterior registro de la 
misma bien de forma electrónica, bien de forma presencial los términos 
señalados en el Decreto 13/2021, de 20 de mayo, por el que se regulan las 
oficinas de asistencia en materia de registros de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, así como en cualquiera de los lugares 
establecidos en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas”. 

 
Según se indica en la memoria del proyecto, esta redacción responde 

a la modificación, tras la sugerencia del CES, de la previsión que recogía la 
obligación de que las solicitudes debían presentarse de forma electrónica. El 
CES pone de manifiesto en su informe que tal obligación no está justificada y 
la consejería proponente de la norma, según indica en la memoria, “acepta 
la recomendación” (pese a lo cual, como se ha indicado, no se ha modificado 
el apartado 2.4 de la memoria: “Especial referencia al procedimiento 
administrativo electrónico”). 

 
Sin embargo, la nueva redacción del apartado resulta especialmente 

confusa. Tras establecer que “la solicitud se cumplimentará necesariamente 
de forma electrónica”, se prevé a continuación que el registro de la solicitud 
podrá realizarse “bien de forma electrónica o bien de forma presencial”. De 
ello infiere (en consonancia con la aceptación de la recomendación del CES) 
que el solicitante puede optar por presentar la solicitud de forma electrónica 
o de forma presencial. Es por ello que no se alcanza a comprender el alcance 
de la exigencia de cumplimentar de forma electrónica la solicitud. 

 
Por ello, debe revisarse y clarificarse la redacción de este apartado, ya 

que la previsión actual es susceptible de generar una indeseable falta de 
seguridad jurídica. 
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Esta concreta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser 
atendida para que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo 
con el dictamen del Consejo Consultivo”. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, debe recordarse que el artículo 14 de la 

LPAC establece en su apartado 1 que “Las personas físicas podrán elegir en 
todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el 
ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o 
no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos 
con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la persona para 
comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por 
aquella en cualquier momento”. Y que el apartado 3 dispone que 
“Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación 
de relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 
procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de 
su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 
acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos 
necesarios”. 

 
El apartado 2.4 de la memoria, referido al procedimiento administrativo 

electrónico, expone los argumentos que motivaron la previsión de que las 
solicitudes se presentaran en todo caso de forma electrónica. Señala que “la 
mayor parte de las destinatarias de los procedimientos en materia de familia 
y de conciliación de la vida personal, familiar y laboral son las familias más 
jóvenes, plenamente integradas en la sociedad de la tecnología y la 
información, personas que trabajan y forman un colectivo idóneo para 
relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas”. Sin 
embargo, como pone de manifiesto el CES, “el colectivo de familias es muy 
heterogéneo” y no se trata de colectivos de personas físicas que reúnan los 
requisitos que prevé el artículo 14.3 de la LPAC. 

 
Este Consejo comparte el criterio del CES y considera que no cabe 

establecer la obligación de los interesados (en todo caso personas físicas) de 
relacionarse electrónicamente con la Administración al no estar justificado 
suficientemente la excepción a la regla general del artículo 14.1 de la LPAC. 

 
Artículo 6.- Documentación. 

 
 Se considera preciso incluir en el apartado 5 una referencia, no solo a 
los documentos redactados en lengua extranjera, sino también a los redactados 
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en lenguas que sean cooficiales en otras comunidades autónomas, teniendo 
en cuenta lo previsto en el artículo 15 de la LPAC. 
 
 Artículo 8.- Resoluciones y expedición del título y de los carnés 
individuales. 
 

El apartado 4 del precepto describe el contenido mínimo del título. Si 
bien recoge el contenido del artículo 2.3 del Reglamento de la Ley 40/2003 
(precepto que tiene carácter básico, y que se ha trascrito en la consideración 
jurídica tercera de este dictamen), sería necesaria una mención a dicho 
artículo, que detalla con más precisión que la establecida en el precepto que 
se comenta, el contenido mínimo e indispensable del título de familia 
numerosa para asegurar su eficacia en todo el territorio nacional. Sobre la 
reproducción de la normativa básica estatal, cabe recordar que este Consejo 
ha expuesto, en numerosas ocasiones que, en aquellos casos en que pueda 
considerarse imprescindible la reproducción de aquella, se ha de garantizar el 
pleno respeto y fidelidad a la norma básica, sin amparar en ningún caso que 
la reproducción de esta pueda llegar a suponer su modificación o alteración. 

 
Artículo 9.- Vigencia del título y efectos. 
 
En el apartado 5 debería completarse el inciso final con la referencia, 

no solo del reconocimiento y renovación, sino también de la modificación del 
título, en consonancia con el contenido de dicho apartado.  

 
Artículo 10.- Modificación y renovación del título. 

 
El apartado 4 prevé que “Durante la vigencia del título, el órgano gestor 

revisará de oficio el cumplimiento de todos los requisitos establecidos en la 
Ley 40/2003, de 18 de noviembre, verificando las siguientes circunstancias: 
(…)”. La expresión “revisará de oficio” no se considera adecuada en cuanto 
podría generar confusión con la revisión de oficio prevista en el artículo 106 
de la LPAC. Por ello, se considera conveniente que se modifique la redacción, 
a cuyo efecto se sugiere la siguiente: “Durante la vigencia del título el órgano 
gestor, de oficio, revisará el cumplimiento de todos los requisitos (…)”. 

 
Por otra parte, y dado que el artículo 9 no contempla una vigencia del 

título para los supuestos previstos en el párrafo segundo del artículo 4 del 
proyecto (nacionales de Estados miembros de la Unión Europea, Suiza o de 
los restantes Estados que sean parte del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
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Europeo que no tengan residencia en territorio español y sí en tales Estados), 
se sugiere valorar la conveniencia de añadir en este apartado 4 que el 
órgano gestor verifique el cumplimiento del requisito exigido para tales 
supuestos (que, al menos, uno de los ascendientes ejerza una actividad por 
cuenta propia o ajena en Castilla y León). 
 

6ª.- Observaciones de técnica normativa. 
 
 En la disposición transitoria y en la disposición derogatoria debe 
suprimirse la palabra “única”, ya que, de acuerdo con las Instrucciones para 
la elaboración de los documentos que se tramitan ante los órganos 
colegiados de Gobierno de la Comunidad de Castilla y León, “Cuando haya 
una sola disposición no se incluirá el adjetivo «única»”. 

 
 Finalmente, se sugiere realizar una última revisión del proyecto a fin 
de unificar la cita de “artículos” (en algunos preceptos figura “art.”) y la 
referencia a los guarimos, en letra o número (por ejemplo, artículos 8.1, 9.3 
artículo 10.1 y 2), y de corregir errores de puntuación y/o tipográficos que 
sean advertidos en él. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 
 Atendida la observación formulada al artículo 5, sin lo cual no 
resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo”, y consideradas las demás, puede elevarse a la Junta 
de Castilla y León para su aprobación el proyecto de decreto por el que se 
regula el procedimiento para el reconocimiento de la condición de familia 
numerosa y la expedición del título, así como la obtención del carné individual 
en la Comunidad de Castilla y León. 
 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


